
SENTENCIA DEL 28 DE DICIEMBRE DE 2020, NÚM. 74

Sentencia impugnada: Segunda Sala de la Cámara Penal de la Corte de Apelación de Santo Domingo, del 26 de abril
de 2019.

Materia: Penal.

Recurrente: Peter Pie.

Abogados: Lic. César Marte y Licda. Sarisky Virginia Castro Santana.

Dios, Patria y Libertad

República Dominicana

En nombre de la República, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia, regularmente constituida
por los jueces Francisco Antonio Jerez Mena, presidente; Fran Euclides Soto Sánchez y María G. Garabito
Ramírez, miembros; asistidos del secretario general, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy 28 de diciembre de 2020, años 177° de la Independencia y 158° de la Restauración, dicta en
audiencia pública virtual, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Peter Pie, haitiano, mayor de edad, no porta documento
de identidad, domiciliado y residente en la calle Primera, núm. 13, sector Pueblo Nuevo, municipio Los
Alcarrizos, provincia Santo Domingo, imputado, recluido en la Penitenciaría Nacional de La Victoria, contra
la sentencia núm. 1419-2019-SSEN-00244, dictada por la Segunda Sala de la Cámara Penal de la Corte de
Apelación del Departamento Judicial de Santo Domingo el 26 de abril de 2019, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

 Oído al juez presidente dejar abierta la audiencia para la exposición de las conclusiones del recurso
de casación y ordenar al alguacil el llamado de las partes;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Lcdo. César Marte, defensor público de la provincia de Santo Domingo, en sustitución de la

Lcda. Sarisky Virginia Castro Santana, defensora pública, actuando a nombre y en representación de Peter
Pie, parte recurrente en sus conclusiones; 

Oído en su dictamen al Procurador General Adjunto al Procurador General de la República, Lcdo. Carlos
Castillo Díaz;

Visto el escrito del recurso de casación suscrito por la Lcda. Sarisky Virginia Castro Santana, defensora
pública, en representación de Peter Pie, depositado en la secretaría de la Corte a qua el 27 de mayo de
2019, mediante el cual interpone dicho recurso;

Visto la resolución núm. 4889-2019, dictada por esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia el
23 de octubre de 2019, la cual declaró admisible el referido recurso de casación y fijó audiencia para
conocerlo el 5 de febrero de 2020;  

Visto la Ley núm. 25 de 1991, modificada por las Leyes núms. 156 de 1997 y 242 de 2011;
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado y, visto la Constitución

de la República; los tratados internacionales de derechos humanos de los cuales la República Dominicana
es signataria; las decisiones dictadas en materia constitucional,  la norma cuya violación se invoca; las
sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos; así como los artículos 70, 393, 394, 399,
400, 418, 419, 420, 425, 426 y 427 del Código Procesal Penal, modificado por la Ley núm. 10-15, de fecha
10 de febrero de 2015;

La presente sentencia fue votada en primer término por el magistrado Fran Euclides Soto 



Sánchez, a cuyo voto se adhirieron los magistrados Francisco Antonio Jerez Mena y María G. 
Garabito Ramírez;

Considerando, que en la decisión impugnada y en los documentos a que ella se refiere son hechos
constantes los siguientes: 

a) que en fecha 4 de noviembre de 2014, la Dra. Milagros Soriano, Procuradora Fiscal Adscrita a la
Unidad de Atención a la Violencia de Género, Sexual e Intrafamiliar de la provincia de Santo domingo,
presentó formal acusación y solicitud de apertura a juicio en contra del imputado Peter Pie, por supuesta
violación a los artículos 331 del Código Penal Dominicano, 12, 15 y 396 de la Ley 136-03, Código para la
Protección de los Derechos Fundamentales de Niños, Niñas y Adolescentes, en perjuicio de la joven E. P.
S.;

b) que en fecha 3 de marzo de 2017, el Tercer Juzgado de la Instrucción del Distrito Judicial de Santo
Domingo, dictó la resolución núm. 582-2017-SACC-00185, contentiva del  auto de apertura a juicio en
contra del imputado Peter Pie, por supuesta violación a los artículos 331 del Código Penal Dominicano, 12,
15 y 396 de la Ley 136-03, Código para la Protección de los Derechos Fundamentales de Niños, Niñas y
Adolescentes, en perjuicio de la joven E. P. S.;

c) que en fecha 17 de abril de 2017, la joven E. P. S., por intermedio de su abogado, Lcdo. Domingo
Antonio  Ramírez  Pacheco,  presentó ante  el  Procurador  Fiscal  del  Distrito  Judicial  de  Santo  Domingo,
querella con constitución en actor civil, en contra del señor Peter Pie también conocido como René Peter
Pie, por violación a los artículos 331 del Código Penal Dominicano, 12, 15 y 396 de la Ley 136-03, Código
para la Protección de los Derechos Fundamentales de Niños, Niñas y Adolescentes;

d) que para el conocimiento del fondo del asunto fue apoderado el Primer Tribunal Colegiado de la
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, el cual en fecha 24
de  enero  de  2018,  emitió  la  sentencia  marcada  con  el  núm.  54803-2018-SSEN-00052  cuya  parte
dispositiva copiada textualmente dice lo siguiente:

PRIMERO: Rechaza la solicitud de extinción penal de la acción, por los motivos expuestos en el cuerpo
de la presente sentencia; asimismo rechaza la solicitud de cese de prisión preventiva propuesta por las
defensas en atención a que carece de objeto al haberse conocido el juicio de fondo; SEGUNDO: Declara al
imputado Peter Pie, de generales anotadas, culpable de haber cometido los crímenes de violación sexual y
abuso físico, psicológico y sexual en perjuicio de una persona adolescente en perjuicio de Erica Paniagua
Solano, hecho previsto y sancionado en las disposiciones contenidas en los artículos 331 del Código Penal
Dominicano,  y 396 de la Ley 136-03, al haber sido probada la acusación presentada en su contra, en
consecuencia se le condena a cumplir la pena de quince (15) años de reclusión mayor en la Penitenciaría
Nacional de La Victoria; TERCERO: Exime al imputado Peter Pie del pago de las costas penales del proceso,
por  haber  sido  asistido  por  la  Oficina  Nacional  de  Defensa  Pública;  CUARTO: Acoge  la  acción  civil
formalizada por la señora Erica Paniagua Solano, por intermedio de su abogada constituida, admitida por
auto de apertura a juicio, por haber sido realizada observando las formalidades establecidas en la norma;
en cuanto al fondo, condena al imputado Peter Pie al pago de una indemnización ascendente a la suma de
quinientos mil pesos (RD$500,000.00),  a favor de la víctima constituida como justa reparación por los
daños  y  perjuicios  morales  sufridos  por  ésta,  a  consecuencia  de  la  acción  del  imputado;  QUINTO:
Compensa las costas civiles por haber estado asistida por una representación legal gratuita;

e) que no conforme con esta decisión, el imputado Peter Pie, interpuso formal recurso de apelación,
siendo apoderada la Segunda Sala de la Cámara Penal de la Corte de Apelación del Departamento Judicial
de Santo Domingo, la cual dictó la sentencia penal núm. 1419-2019-SSEN-00244, el 26 de abril de 2019,
cuyo dispositivo copiado textualmente dice lo siguiente: 

PRIMERO: Rechaza el recurso de apelación incoado por el imputado Peter Pie, a través del Lcdo. Sandy
W. Abreu, en fecha diecinueve (19) de abril del año 2018, en contra de la sentencia núm. 54803-2018-
EPEN-00052, de fecha veinticuatro (24) de enero del año 2018, dictada por el Primer Tribunal Colegiado



del Distrito Judicial de Santo Domingo, por las razones antes establecidas; SEGUNDO: Confirma en todas
sus partes la sentencia recurrida por los motivos contenidos en la presente decisión; TERCERO: Condena a
la parte recurrente al pago de las costas penales; CUARTO: Ordena a la secretaria de esta Corte la entrega
de una copia íntegra de la presente sentencia a cada una de las partes que conforman el presente proceso,
quienes  quedaron  citadas  mediante  sentencia  de  fecha  veintisiete  (27)  de  marzo  del  año  dos  mil
diecinueve (2019), emitido por esta Sala, e indica que la presente sentencia está lista para su entrega a las
partes comparecientes;

Considerando,  que el  recurrente  Peter  Pie,  por  intermedio  de su  defensa técnica,  propone en su
recurso de casación los siguientes medios: 

Primer Medio: Inobservancia y errónea aplicación de una norma jurídica en cuanto a los artículos 68,
69.1, 69.2 CRD, 8, 44.11 y 148 del CPP (426 CPP); Segundo Medio: Inobservancia y errónea aplicación de
una norma jurídica con relación a los artículos 172, 333 y 338 del CPP (426 CPP);

Considerando, que el  recurrente en el desarrollo de los medios propuestos plantea,  en síntesis,  lo
siguiente: 

Como podrán observar Honorables Jueces Supremos el proceso seguido al recurrente Peter Pie, se
inicia en fecha 24/9/2014, que es fecha en la cual se le impone medida de coerción a nuestro asistido,
actualmente  el  proceso  tiene  cuatro  (4)  años  y  ocho  (8)  meses,  en  vista  que  el  proceso  seguido  al
recurrente se inició antes de entrar en vigencia la Ley 10-15, que aumentó a cuatro (4) años el plazo
máximo  de  duración  de  proceso  penal.  Sin  embargo  el  tribunal  de  manera  oficiosa  no  ponderó  tal
situación procesal al tratarse de orden público, pues el artículo 110 de la Constitución de la República, que
dispone que “La ley sólo dispone y se aplica para lo porvenir. No tiene efecto retroactivo sino cuando sea
favorable al que esté sub júdice o cumpliendo condena. En ningún caso los poderes públicos o la ley
podrán  afectar  o  alterar  la  seguridad  jurídica  derivada  de  situaciones  establecidas  conforme  a  una
legislación anterior constituyendo una contradicción con las disposiciones del principio de irretroactividad
de la ley, ellos no pueden ser perjudicados por la ampliación del plazo máximo de duración del proceso
penal; por lo que para decidir sobre el fondo de este incidente el tribunal de fondo rechazó dicha moción,
e incurrió en una violación de la Ley. Que en el caso de la especie el tribunal a quo obró de manera
incorrecta  en  la  aplicación  de  los  artículos  1,  8,  15,  16,  25,  44-11,  148  del  Código  Procesal  Penal
dominicano y el artículo 69 y 110 de la Constitución de la República, todo lo que hace que la sentencia
impugnada sea manifiestamente infundada. Por esta razón procede acoger el medio propuesto por ser
perentorio. Aunado a que la defensa técnica a sabiendas de que el tribunal pocas veces se pronuncia de
manera oficiosa en estos casos, procedió a realizar el pedimento de extinción de manera incidental, tal
como se hace constar en las páginas 9 de la sentencia de marras, a solicitar la declaratoria de la extinción
penal por el vencimiento del plazo de la duración máxima del proceso, sin que en ningún momento se
pronunciara  el  tribunal  a  quo  sobre  dicha  solicitud,  traduciéndose  esto  en  una  clara  denegación  de
justicia, así como una vulneración a preceptos constitucionales y legales. Que al momento de presentar el
motivo de impugnación por ante la corte la misma incurre en el error de inobservar lo planteado, que
como podrán verificar en las glosas procesales las mayorías de las suspensiones se debieron a la falta de
traslado del imputado, que el incumplimiento de los abogados anteriores no pueden ser atribuibles al
justiciable ya que este no conoce de las normas procesales  a seguir  para la resolución del  hecho en
cuestión, que dichos incumplimientos dejan al ciudadano en un estado de indefensión ya que se ha visto
afectado por una decisión al cual el  motivo de esta le es ajena,  y es obligación de los jueces tutelar
efectivamente las cuestiones del debido proceso y aún más las fallas del sistema pueden ser atribuibles al
que está sub júdice. Que la Corte incurrió en una incorrecta derivación probatoria en cuanto a los testigos
a cargo, por lo que se revela una lesión a las reglas de la sana crítica, en franca violación del artículo 172 y
333-cpp. Toda vez que del análisis de la sentencia recurrida, al amparo de las disposiciones del artículo
172 del Código Procesal Penal,  en el caso de la especie, la sentencia impugnada adolece del vicio de
errónea  derivación  probatoria.  Que el  tribunal  a  quo  emitió  una  decisión la  cual  no cumple  con  las
exigencias de la sana crítica al no valorar correctamente los elementos de pruebas presentados en juicio,



especialmente  el  certificado  médico  y  el  cuento  del  Hipnotismo,  además,  condenó  al  imputado  por
violación sexual, con penetración, cuando el certificado médico no revela esta característica de este tipo
penal, es decir, el tribunal a quo en definitiva para fundamentar su sentencia no valoró de manera correcta
todos y cada uno de los medios de pruebas de manera individual sometidos al contradictorio, conforme a
las reglas de la lógica, los conocimientos científicos y las máximas de experiencia, para luego fijar los
hechos y sopesar las pruebas aportadas,  tal  como se verifica  de la lectura y examen de la sentencia
impugnada, se verifica que el ejercicio de la valoración hecho por el tribunal a qua no está acorde con lo
exigido por la norma procesal penal, por lo que procede acoger el medio propuesto. Que de haber hecho
una correcta aplicación de los conocimientos científicos y las máximas de experiencia toda vez de que
podrían haber establecido que dichos relatos adolecen de veracidad por la simple y sencilla razón de que
con una correa por tirarla encima de una cama una persona quedaría hipnotizada, cuestión esta que todos
sabemos que no puede ser cierto, de igual manera por el simple hecho de tocar determinados temas
relacionados con temas de hechicería ya la voluntad de una persona quedaría anulada, es por esta sencilla
razón  que  decimos  que  la  lógica,  los  conocimientos  científicos  y  las  máximas  de  experiencia  fueron
inobservadas por los tribunales anteriores. Que al tenor de lo expuesto podrían verificar que de la prueba
por excelencia la cual sería el certificado médico el cual establece: “Se observa orificio vaginal amplio y
membrana himeneal de bordes irregulares, con desfloración antigua. “Conclusiones: adolescente presenta
evaluación médica genital con desfloración antigua.” Que por lo descrito por el perito evaluador no hay
ningún tipo de hallazgo de actividad sexual reciente máxime si estamos hablando de un peritaje realizado
a tres días de la ocurrencia de los supuestos hechos, que de haber hecho tanto la Corte como el tribunal
de primer grado una valoración objetiva de dicha prueba podrían haber llegado a la conclusión que no hay
ninguna  prueba  que  fuera  lo  suficientemente  contundente  como para  romper  con  la  presunción  de
inocencia que reviste a nuestro representado, y aún más que la misma no acredita la ocurrencia de los
hechos denunciados ni la corroboración del testimonio de la víctima que por demás interesado. Que cabe
destacar que con relación al caso en cuestión la Mag. María del Socorro Cordero plasmó su voto disidente
por la errónea valoración de las pruebas que hicieran los demás magistrados, ya que la misma entiende
que procedía acoger con lugar el recurso de apelación para una nueva valoración de las pruebas;

Considerando,  en  el  primer  medio  propuesto,  el  recurrente  invoca  la  inobservancia  o  errónea
aplicación de una norma jurídica, sustentado en que en el proceso seguido al imputado Peter Pie se inició
el 24 de septiembre de 2014, fecha en que le fue impuesta medida de coerción, previo a la entrada en
vigencia de la Ley 10-15, teniendo el proceso actualmente 4 años y 8 meses, que el tribunal de manera
oficiosa no ponderó esta situación procesal, siendo esta de orden público, contraviniendo con su proceder
con  el  principio  de  irretroactividad  de  la  ley,  ya  que  el  imputado  no  puede  ser  perjudicado  por  la
ampliación del plazo máximo de duración del proceso penal, por lo que al decidir sobre este incidente el
tribunal de fondo rechazó dicha moción incurriendo en violación a la ley prevista en los artículos 69 y 110
de la Constitución y 1, 11, 15, 16, 25, 44 y 148 del Código Procesal Penal, lo que hace que dicha sentencia
sea manifiestamente infundada. Que la declaratoria de extinción de la acción Penal por el vencimiento del
plazo máximo de duración del proceso fue solicitada ante la Corte a qua, sin que esta se pronunciara sobre
dicha solicitud, incurriendo en inobservancia del medio planteado;

Considerando, que respecto al medio propuesto la Corte a qua tuvo a bien establecer lo siguiente:
 Del análisis de la decisión recurrida, se evidencia que ciertamente existe un falta de discernimiento en

la motivación dada por el tribunal a quo para rechazar la extinción, en el sentido de que del examen de las
piezas  que  integran  el  proceso,  especialmente  las  actas  de  audiencia  que  dan  fe  de  las  referidas
suspensiones, se pone de manifiesto que contrario a lo que aduce el a quo en la página 9, las dilaciones se
han producido por la falta de traslado del imputado, no así por abandono de la defensa, pero esta alzada
ha podido determinar y del propio examen de las glosas procesales el medio que aduce el recurrente en
su recurso sobre la solicitud de extinción del proceso lo siguiente. Que conforme al cómputo realizado por
la Corte, desde la presentación de medida de coerción en fecha 24 de septiembre del 2014 al día de hoy
que se conocen los recursos de apelación, 26 de abril del 2019, existe un plazo de cuatro (4) años, siete (7)



meses y tres (03) días, implicando que dicho proceso sobrepasó el plazo legalmente establecido para
duración del mismo, que sería de tres años seis meses más para la tramitación de los recursos, (este plazo
fue modificado por la ley 10-15, hacía cuatro años y doce meses para la tramitación de los recursos, pero
conforme al  principio de irretroactividad de la ley,  en donde “La ley  sólo dispone y se aplica  para lo
porvenir.  No  tiene  efecto  retroactivo  sino  cuando  sea  favorable  al  que  esté  subjúdice  o  cumpliendo
condena” art. 10 Constitución Dominicana), implicando esto, que el proceso cuenta con una desventaja
conforme a los años del proceso, con lo cual se sobrepasa de la duración; pero resulta, que el tribunal
analizó la historia procesal en la forma antes indicada, se verificó que dicho plazo se prorrogó por este
término de tiempo precisamente por petitorios realizados por la defensa, por cuanto que este tiempo en
que sobrepasó el proceso, ciertamente se prorrogó pero en aras de que la defensa pudiera ejercer su
debido derecho de defensa y por lo tanto en la especie no puede plantearse la extinción de la acción, ya
que dicha dilación se ha debido a su debida causa; que posterior a la sentencia que es lo que corresponde
verificar el plazo para la interposición de los recursos donde se encuentran los procesos actualmente lo es
de doce meses más; por todo lo cual no se encuentran reunidas las condiciones de dilación del proceso
como para pronunciar la extinción del mismo, ya que en su gran parte fueron de la causa exclusiva de los
imputados en las diferentes etapas. Por lo que al provenir las dilaciones del imputado el plazo continúa
siendo razonable por haber sido en la aplicación del ejercicio de su derecho de defensa y de las vías de
recursos, en consecuencia se rechaza la solicitud de extinción planteada por el recurrente, por los motivos
anteriormente  señalados,  sin  necesidad  de  hacerlo  constar  en  la  parte  dispositiva  de  la  presente
sentencia;

Considerando, que de lo precedentemente transcrito, se vislumbra que no lleva razón el recurrente,
respecto a que la Corte no se pronunció sobre su solicitud planteada, pues tal cual se aprecia dicha alzada
estatuyó sobre el medio propuesto de la extinción de la acción penal, por el vencimiento del plazo máximo
de duración del proceso, el cual rechazó, ya que el plazo se extendió más allá del establecido por la norma,
por pedimento de la defensa, en aras de salvaguardar el derecho de defensa y al recurso del imputado,
por lo que el plazo continuaba siendo razonable; que en esa misma tesitura se vislumbra que dicha alzada,
contrario a lo invocado por el recurrente observó el principio de irretroactividad de la ley previsto por el
artículo  110  de  la  Constitución,  ya  que  claramente  establece  que  dicho  proceso  sobrepasó  el  plazo
legalmente establecido para su duración, que sería de tres años y seis meses más para la tramitación de
los recursos, que si bien este plazo fue modificado por la Ley 10-15 el mismo cuenta con una desventaja
conforme a los años del proceso, con lo cual se sobrepasa de la duración, que de no haber observado el
principio de irretroactividad de la ley al momento de conocer el recurso apelación, dicho medio había sido
rechazado por estar vigente el plazo de duración máximo del proceso y no por los motivos antes indicados,
ya que la Ley 10-15 establece un plazo de 4 años y un año más para la tramitación de los recursos y del
análisis hecho por dicha alzada el proceso llevaba (4) años, siete (7) meses y tres (3) días, por lo que no ha
lugar a la queja planteada; 

Considerando, que conforme a la documentación que reposa en el expediente y los hechos que han
sido fijados por las instancias anteriores, resultan hechos no controvertidos los siguientes: 1) que el 24 de
julio de 2014, fue impuesta medida de coerción al imputado consistente en prisión preventiva; 2) que el 4
de noviembre de 2014, la Procuradora Fiscal adscrita a la Unidad de Atención a la Violencia de Género,
Sexual  e Intrafamiliar  de la provincia de Santo Domingo, presentó escrito de acusación y solicitud de
apertura a juicio en contra del imputado Peter Pie; 3) que en fecha 30 de abril de 2015 mediante auto de
fijación el Tercer Juzgado de la Instrucción del Distrito Judicial de Santo Domingo, fijó audiencia para el 5
de junio de 2015, la cual se pospuso a los fines de que sea trasladado el imputado y citar a la víctima,
fijando la próxima audiencia para el 27 de julio de 2015;  4)  audiencia que fue pospuesta a los fines de
intimar  al  alcaide  para  que  explique  el  motivo  de  no  traslado  del  imputado  y  citar  a  la  víctima,
programando la audiencia para el 10 de septiembre de 2015;  5) que la referida audiencia fue aplazada
nueva vez a los fines de solicitar el  traslado del imputado e intimar al alcaide,  para que esplique los
motivos del no traslado del imputado y fijó la próxima audiencia para el 17 de octubre de 2015; 6) que en



esta  ocasión  fue prorrogada  a  los  fines  de ordenar  la  comparecencia  del  alcaide  de  la  Penitenciaría
Nacional de La Victoria, para que explique las razones de no traslado del imputado, so pena de sanciones
establecidas en el artículo 306, del Código Procesal Penal y citar abogado de la defensa del imputado,
estableciendo la próxima audiencia para el 11 de diciembre de 2015; 7) que fue pospuesta a los fines de
que el imputado sea asistido por su abogado titular Sandy W. Abreu y a los fines de que se lleve a cabo la
entrevista en Cámara Gesell, convocando para el 18 de febrero de 2016; 8) que la referida audiencia fue
pospuesta a fin del traslado efectivo del imputado, fijando la próxima para el 18 de abril de 2016; 9) que
esta  audiencia  fue  suspendida  para  requerir  al  imputado  y  reiterar  convocatoria  a  la  víctima,
estableciéndose la próxima convocatoria para el 13 de junio de 2016; 10) que en esta ocasión la audiencia
fue prorrogada a los fines de citar al alcaide de La Victoria y convocar a la víctima, fijando la siguiente
audiencia para el 25 de julio de 2016; 11) audiencia que fue prorrogada a los fines de dar cumplimiento a
la sentencia anterior que ordena requerir al imputado, intimar al alcaide de la Penitenciaría Nacional de La
Victoria a los fines de que explique el no traslado del imputado a la audiencia del día de hoy, no obstante,
haber sido requerido su traslado y citar a la víctima, estableciendo la próxima convocatoria para el 12 de
septiembre de 2016; 12) que esta audiencia fue aplazada a los fines de dar cumplimiento a la sentencia
anterior, estableciendo la próxima audiencia para el 10 de noviembre de 2016; 13) que en esta ocasión fue
conocida la revisión de medida de coerción del imputado, siendo rechazada la solicitud de la defensa en
razón  de  que  no  tiene  ni  presentó  arraigo  suficientes  que  den  razón  para  la  puesta  en libertad  del
imputado,  suspendiéndose  el  conocimiento  de  la  audiencia  seguida  al  imputado  a  los  fines  de  dar
cumplimiento a la decisión anterior, fijando audiencia para el 9 de enero de 2017; 14) de esta audiencia no
reposa constancia en la glosa procesal, siendo la próxima que figura de fecha 9 de marzo 2017; 15) que
esta audiencia fue aplazada a fin de requerir al imputado y remitir el proceso a la Unidad de Atención a la
Víctima, citar a la víctima Jorge Luis Medina, programando la próxima convocatoria para el 15 de mayo de
2017; 16) audiencia que fue prorrogada a los fines de requerir el traslado del imputado, citar a la víctima
Jorge  Luis  Medina  y  ordenar  la  notificación  de  la  querella  vía  secretaría,  estableciendo  la  próxima
audiencia para el 3 de julio de 2017;  17) audiencia esta en que el Tercer Juzgado de la Instrucción del
Distrito Judicial de Santo Domingo, conoció el fondo de la audiencia preliminar y dictó auto de apertura a
juicio en contra del hoy reclamante; 18) que apoderado para el conocimiento del juicio de fondo, el Primer
Tribunal Colegiado del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo fijó audiencia
para el 11 de octubre de 2017, siendo suspendida a fin de que el imputado sea trasladado y la fiscalía
conduzca a los testigos,  fijando la próxima audiencia para el  22 de noviembre de 2016;  19) que esta
audiencia fue suspendida a los fines de que el imputado sea trasladado, fijando la próxima audiencia para
el  10  de enero de  2018;  20)  que en esta  ocasión  fue  suspendida  nueva  vez  a  los  fines  de que sea
trasladado el imputado e intimar el alcalde de la Penitenciaría Nacional de La Victoria, programando la
próxima audiencia para el 24 de enero de 2018;  21)  audiencia en la se conoció el fondo del proceso,
dictando  sentencia  núm.  54803-2018-SSEN-00052,  mediante  la  cual  se  declaró  la  culpabilidad  del
imputado; 22) que en fecha 22 de marzo de 2018, la sentencia antes citada, fue notificada a la defensa del
imputado; 23) el 19 de abril de 2018, fue recurrida en apelación por el imputado;  24) el 3 de diciembre de
2018, apoderada la Segunda sala de la Cámara Penal de la Corte de Apelación del Departamento Judicial
de Santo Domingo, procedió a declarar la admisibilidad del recurso y fijó audiencia para el conocimiento
del recurso el 15 de febrero de 2019; 25) que en esta fecha y las del 1 y 13 de marzo de 2019, resultaron
suspendidas las audiencias a los fines de que el imputado sea trasladado y reiterar citación a la víctima,
fijándose por última vez para el 27 de marzo de 2019, audiencia en la cual se conoció el fondo del recurso
de apelación, dejando fijada la lectura íntegra de la sentencia para el día 26 de abril de 2019, en la cual la
Corte a qua, rechazó el recurso en cuestión y confirmó la decisión de primer grado; 26) que el 27 de mayo
de 2019, la sentencia dictada por la Corte de Apelación fue recurrida en casación por la parte imputada y
remitido a esta Suprema Corte de Justicia el 10 de septiembre de 2019;

Considerando, que la Ley 76-02, que creó el Código Procesal Penal, en su artículo 148, a la fecha del
hecho que se le imputa al recurrente Peter Pie, establecía, entre otras cosas, lo siguiente: “La duración



máxima de todo proceso es de tres años, contados a partir del inicio de la investigación. Este plazo sólo se
puede extender por seis meses en caso de sentencia condenatoria, a los fines de permitir la tramitación
de los recursos”;

Considerando, que del análisis del medio expuesto, así como de la decisión impugnada, se constata
que el proceso en contra del imputado tuvo sus inicios en fecha 24 del mes de julio de 2014, cuando le fue
impuesta medida de coerción, prologándose su conocimiento más allá del plazo previsto por la normativa
procesal, debido a los planteamientos formulados en las distintas instancias, los cuales fueron promovidos
por el Ministerio Público, resultando dichos pedimentos de derecho, que de no acogerlos o promoverlos,
el tribunal estaría violentando el derecho de defensa de las partes, así como el debido desarrollo de la
etapa procesal en que se suscitaron, no alejándose este de manera extrema del tiempo impuesto en la
normativa;

Considerando, que la causa de las dilaciones del proceso fueron a los fines de traslado del imputado,
citar  víctima,  citar  al  abogado  de  la  defensa,  ausencia  del  abogado  de  la  defensa,  citar  testigo  y
conducencia de testigo, notificar querella, todos a pedimento del acusador público, por lo que el retraso
del conocimiento del proceso, no puede inclinar la balanza de manera tal que rompa con el principio de
igualdad ante la ley,  y  por ende,  no puede la sanción a este retraso favorecer a una de las partes y
perjudicar a otra;

Considerando,  que hechas  las  acotaciones  mencionadas  ut  supra,  y  ante  la  solicitud  de extinción
pretendida por los recurrentes es oportuno destacar que nuestro Tribunal Constitucional ya se ha referido
a los distintos aspectos a tomar en cuenta al momento de ponderar la extinción de un proceso por el
vencimiento de su plazo máximo de duración, dejando establecida la posibilidad de dilaciones justificadas,
al  exponer  lo  siguiente:  “…existe  una  dilación  justificada  a  cargo  de  los  jueces  y  representante  del
Ministerio Público cuando la demora judicial se da por una circunstancia ajena a ellos, producida por el
cúmulo de trabajo, por la complejidad misma del caso o por la existencia de un problema estructural
dentro del sistema judicial. En relación con ello la Corte Constitucional de Colombia ha indicado en su
Sentencia T-230/13 que: La jurisprudencia ha señalado que, atendiendo la realidad del país, en la gran
mayoría  de  casos  el  incumplimiento  de  los  términos  procesales  no  es  imputable  al  actuar  de  los
funcionarios judiciales. Así, por ejemplo, existen procesos en los cuales su complejidad requiere de un
mayor tiempo del establecido en las normas y en la Constitución para su estudio, para valorar pruebas o
para analizar la normatividad existente. Por ello, la jurisprudencia ha destacado que cuando la tardanza no
es imputable al actuar del juez o cuando existe una justificación que explique el retardo, no se entienden
vulnerados los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia. En este sentido, en la
Sentencia  T-803  de  2012,  luego  de hacer  un extenso  recuento jurisprudencial  sobre  la  materia,  esta
Corporación  concluyó  que  el  incumplimiento  de  los  términos  se  encuentra  justificado  (i)  cuando  es
producto de la complejidad del  asunto y  dentro del  proceso se demuestra la diligencia razonable del
operador  judicial;  (ii)  cuando  se  constata  que  efectivamente  existen  problemas  estructurales  en  la
administración de justicia que generan un exceso de carga laboral o de congestión judicial; o (iii) cuando se
acreditan otras circunstancias imprevisibles o ineludibles que impiden la resolución de la controversia en
el plazo previsto en la ley. Por el contrario, en los términos de la misma providencia, se está ante un caso
de dilación injustificada,  cuando se  acredita  que el  funcionario  judicial  no ha sido diligente  y  que su
comportamiento  es  el  resultado  de  una  omisión  en  el  cumplimiento  de  sus  funciones”
;

Considerando,  que  en  ese  sentido,  al  haberse  producido  diversos  aplazamientos  a  los  fines  de
garantizar el derecho de defensa de las partes (imputado y víctima), tales como el traslado del imputado,
presentación de testigos,  citación a las partes involucradas,  han sido las causas de aplazamientos,  las
dilaciones observadas en este caso se encuentran plenamente justificadas, sin que pueda advertirse una
superación  excesiva  o  arbitraria  del  plazo  previsto  en  la  norma  procesal  penal  para  la  duración  del
proceso, sino que el mismo se inscribe en un periodo razonable, atendiendo a las particularidades del caso
y la capacidad de respuesta del sistema, de tal manera que no se ha aletargado el proceso indebida o



irrazonablemente, por consiguiente, procede desestimar la solicitud de extinción de la acción penal por
vencimiento del plazo máximo de duración del proceso pretendida por el recurrente;

Considerando,  que en cuanto al  segundo medio,  el  recurrente  plantea la  inobservancia  y  errónea
aplicación de la ley, esta vez con relación a los artículos 172, 333 y 338 del Código Procesal Penal, bajo el
sustento de que la Corte a qua incurrió en una incorrecta derivación probatoria de los testigos a cargo, así
como muy especialmente, de la prueba documental consistente en el certificado médico y el cuento del
hipnotismo, ya que condenó al imputado por violación sexual con penetración cuando el certificado no
revela  esta  característica  del  tipo  penal,  en  tal  sentido  las  pruebas  no  fueron  valoradas  de  manera
correcta, conforme a las reglas de la lógica, la sana crítica, los conocimientos científicos y las máximas de
la  experiencia,  previstas  en  los  textos  citados  para  fijar  los  hechos,  que  haberlo  verificado,  habría
establecido que dicho relato adolece de veracidad, ya que por el simple hecho de tirar una correa encima
de una persona y tirarla a la cama esta quedaría hipnotizada; que la prueba por excelencia, la cual sería el
certificado médico, establece que “Se observa orificio vaginal amplio y membrana himeneal de bordes
irregulares, con desfloración antigua. “Conclusiones: adolescente presenta evaluación médica genital con
desfloración antigua.” Que por lo descrito por el  perito evaluador no hay ningún tipo de hallazgo de
actividad sexual reciente máxime si estamos hablando de un peritaje realizado a tres días de la ocurrencia
de los supuestos hecho; 

Considerando, que respecto al medio propuesto y la valoración probatoria la Corte a qua tuvo a bien
establecer lo siguiente: 

Esta Corte ha podido comprobar que del estudio y examen de la sentencia recurrida que contrario a lo
indicado por  el  recurrente  en su medio impugnativo,  el  Tribunal  a  quo establece  en su sentencia los
motivos y las razones por las cuales pronuncia dicha sentencia, por lo que a la hora de decidir el caso en
cuestión, el referido tribunal, motivó en hecho y en derecho su decisión, estableciendo de manera clara y
precisa las razones que lo llevaron establecer la responsabilidad penal del imputado Peter Pie en los cargos
de violación sexual, toda vez que de la valoración conjunta y armónica de todos los medios de pruebas se
pudo establecer sin ningún tipo de duda razonable su culpabilidad. Resulta evidente que en dicha decisión
se valoró de forma detallada cada medio de prueba aportado al juicio y cada uno fue valorado en su justa
dimensión probatoria, determinando aquel Tribunal que de la valoración armónica de cada uno de ellos
destruyen la presunción de inocencia del procesado;

Considerando, que contrario a lo argüido por el recurrente y de cara a la sentencia dictada por el
tribunal  de  juicio,  la  cual  fue  confirmada  por  la  Corte  a  qua,  quedó  claramente  establecido  con  el
testimonio de la víctima E. P. S., que cuando esta se encontraba en su casa llegó el imputado y preguntó
por la señora de la casa y le contestó que esta no estaba, manifestándole que su madre le había mandado
hacer unas cosas a la casa y que le dijera que él venía el martes o el viernes, que cuando le dijo que le
buscara un papel para anotarle el número, la víctima entró a su habitación y cuando salió el imputado
estaba en la sala, que su padrastro escuchó que ella estaba hablando y salió, manifestándole el imputado
que vino hacerle un trabajo a su mujer, que luego comenzó a charle agua a la casa y hablarle de Santa
Marta, que él le dijo que se fuera para una esquina para que no escuchara, que la halo y le echó agua, que
le dio un dinero que tenía de su mamá, que le decía que hiciera esto y lo hacía, la hincó en su habitación y
la puso a succionarle los senos, la tiró a la cama, que no se dio cuenta cuando le quitó la ropa y la violó y
que no dejó de hablar de brujería, que cuando se iba le dio una moneda de 10 pesos y le dijo que fuera al
baño a lavarse la cara y que le dijera a su padrastro que se parara de la cama, que luego llamó a su mama y
soltó la moneda, que él la violó en su casa y la penetró, que sintió cuando lo hizo, que veía pero que sentía
que no estaba en sus cinco sentidos, que no se sentía bien, que estaba como ciega, que esa cara no la va a
olvidar;

Considerando, que continuando con el relato, también fue valorado el testimonio del señor Jorge Luis
Medina Shephard, el cual estableció que a su casa llegó un día el imputado como a las 8 y pico de la



mañana procurando a su esposa,  que tenía que hacerle un trabajo y ella le dijo que viniera después
porque ella no estaba, que la escuchó hablando y salió y él dijo que se iba, que salió, que entró a su
habitación y el imputado se devolvió entró a su habitación y le tiró una correa encima de la cama, que él
estaba en su habitación y el imputado en la sala, que lo escuchó hablando pero no podía pararse, que
comenzó a buscar a Erica y no aparecía, que la vio cuando ella le dijo que le iba a dar un dinero, que él fue
haciéndose pasar que conocía a su esposa, que el imputado no volvió a entrar a su habitación, que si ella
le dice que fue violada tiene que creerle, que él lo reconoce, ya que lo vio primero, porque él se fue y
volvió y fue quien lo entregó a la policía, que esa cara nunca se le va a olvidar, ya que no podía moverse de
la  cama.  Asimismo fue valorada  la  prueba  pericial  consistente  en el  certificado  médico legal,  el  cual
establece que al ser evaluada física y genitalmente la adolescente E. P. S., la misma presentó evaluación
médica genital con desfloración antigua;

Considerando, que las pruebas testimoniales antes descritas fueron valoradas por la Corte a qua como
el tribunal de juicio, siendo estas merecedoras de entero crédito por la claridad, coherencia y precisión
con que narraron los hechos, ya que la víctima identifica al imputado como el autor de estos y que la dejó
en un estado mental que hacía todo lo que este le decía que hiciese, declaraciones estas que fueron
robustecidas con el testimonio del señor George Luis Medina Shephard, quien también sufrió parte de los
estragos que la víctima E. P. S., al quedar perturbado mental y físicamente al punto de no poder moverse;
por lo que en ese sentido, entendemos que la valoración hecha se enmarca dentro las reglas establecidas
por los artículos 172 y 333 del Código Procesal Penal, al ser valorados aplicando la lógica, la sana crítica,
los conocimientos científicos y sobre todo la máxima de la experiencia, la cual indica que estos casos
suelen ocurrir con frecuencia en nuestra sociedad, no advirtiendo los jueces a quo ningún sentimiento de
animadversión hacia el imputado de parte de los deponentes;

Considerando, que en ese tenor la corriente más avanzada del derecho procesal penal nos habla del
testigo víctima llegándose a la conclusión de que la ley no excluye el contenido probatorio que puedan
ofrecer en sus declaraciones los perjudicados directamente por un crimen o delito. El tratamiento procesal
penal del ofendido directamente se rige por la norma de la prueba testifical respecto a sus declaraciones.
Son en efecto testigos cualificados cuando fueron víctimas de una serie de delitos, como son: la violación,
el atraco, robo con violencia o intimidación, el testimonio de la víctima de un delito tiene la aptitud y
suficiencia para enervar el principio de presunción de inocencia, siempre y cuando, no existan razones
objetivas  que invaliden sus  declaraciones o  provoquen dudas en el  juzgador  y  le  impidan  formar  su
convicción, incluido el aspecto de credibilidad, cuya valoración corresponde al tribunal de juicio;

Considerando,  que acorde  con  los  criterios  doctrinarios,  la  validez  como medio de prueba de las
declaraciones de la víctima está supeditada a ciertos requerimientos, a saber: la ausencia de incredulidad
subjetiva, la persistencia incriminatoria, la inexistencia de móviles espurios, así como la verosimilitud del
testimonio,  aspectos  evaluados  por  la  Corte  a  qua al  confirmar  la  sentencia  de  primer  grado  en  la
ponderación de las declaraciones de la testigo-víctima E. P. S. y fijados en sus motivaciones;

Considerando, que respecto al certificado médico legal, la corte de apelación al confirmar la decisión
de primer grado estableció que dicha prueba pericial aunada al testimonio de la víctima, fueron aportados
para acreditar las lesiones vaginales compatibles con el hecho juzgado, aspecto que no fue cuestionado ni
contradicho por las partes en el proceso, además, se aprecia de que los resultados que arrojan dicha
prueba pericial se corresponde con lo declarado por la víctima de que fue objeto de violación cuando no
se encontraba en sus cinco sentidos y que hacía lo que el imputado le decía que hiciera, no haciendo esta
ningún tipo de resistencia ante dichas solicitudes; por lo que procede rechazar el medio propuesto, por
improcedente;

Considerando,  que  contrario  a  lo  que  sostiene  el  recurrente,  consideramos  que  las  pruebas
depositadas por la parte acusadora y las valoradas por la Corte  a qua para retener la culpabilidad del
imputado fueron analizadas aplicando las reglas de la lógica, la sana crítica y la máxima de la experiencia
previstas en los artículos 172 y 333 del Código Procesal Penal, las cuales fueron suficientes para enervar la
presunción de inocencia de que estaba revestido el imputado, especialmente el testimonio de la víctima y



en  modo  alguno  del  análisis  de  esta  y  las  demás  pruebas  aportadas  se  desprende  violación  o
inobservancia de dichos textos legales;

Considerando, que de lo precedentemente transcrito, se vislumbra que la Corte  a qua estatuyó de
forma integral sobre los aspectos que le fueron invocados por el recurrente en su escrito de apelación,
garantizando  en  todo  momento  el  debido  proceso  y  la  tutela  judicial,  procediendo  en  apego  a  las
prerrogativas que le confiere la normativa procesal penal en su artículo 422, a rechazar el recurso de
apelación  de  que  estaba  apoderada,  pues  le  bastó  el  elenco  probatorio  aportado  para  establecer  la
culpabilidad del imputado en el hecho endilgado y por ello descartaron las causales externadas por el
recurrente a través de su representante legal; en tal sentido, esta alzada no tiene nada que reprocharle a
la Corte;

Considerando, que al no encontrarse los vicios invocados, procede rechazar el recurso de casación
interpuesto, de conformidad con las disposiciones del artículo 427.1 del Código Procesal Penal, modificado
por la Ley núm. 10-15 del 10 de febrero de 2015; 

Considerando, que el artículo 246 del Código Procesal Penal dispone: “Imposición. Toda decisión que
pone fin a la persecución penal, la archive, o resuelva alguna cuestión incidental, se pronuncia sobre las
costas  procesales.  Las  costas  son  impuestas  a  la  parte  vencida,  salvo  que  el  tribunal  halle  razones
suficientes para eximirla total o parcialmente”; que en la especie procede compensar las costas, por estar
asistido el imputado por un abogado de la Defensa Pública;

Considerando, que el artículo 438 del citado código establece lo siguiente: “Desde el momento en que
la sentencia condenatoria es irrevocable, será ejecutada. Si el condenado se halla en libertad, el ministerio
público dispone lo necesario para su captura sin trámite posterior, con la obligación de informar al juez de
la ejecución en las cuarenta y ocho horas. El secretario del juez o tribunal que dictó la sentencia la remite
dentro de las cuarenta y ocho horas al juez de la ejecución, para que proceda a inscribirla en sus registros
y hacer los cómputos correspondientes cuando el condenado deba cumplir pena privativa de libertad. En
el plazo de las setenta y dos horas el juez de la ejecución notifica al imputado el cómputo de la sentencia,
pudiendo  requerir  presentación  del  condenado.  El  juez  ordena  la  realización  de  todas  las  medidas
necesarias para cumplir los efectos de la sentencia”;

Considerando, que en tal sentido y en apego a lo dispuesto en los artículos 437 y 438 del Código
Procesal Penal, modificados por la Ley núm. 10-15, y la resolución marcada con el núm. 296-2005 del 6 de
abril de 2005, contentiva del Reglamento del Juez de la Ejecución de la Pena para el Código Procesal Penal,
emitida por esta Suprema Corte de Justicia,  que mandan que copia de la presente decisión debe ser
remitida, por la secretaría de esta alzada, al Juez de la Ejecución de la Pena del departamento judicial
correspondiente, para los fines de ley procedentes.

Por tales motivos la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia,

FALLA:
Primero:  Rechaza el recurso de casación interpuesto por Peter Pie, contra la sentencia núm. 1419-

2019-SSEN-00244,  dictada  por  la  Segunda  Sala  de  la  Cámara  Penal  de  la  Corte  de  Apelación  del
Departamento Judicial de Santo Domingo el 26 de abril de 2019, cuyo dispositivo se encuentra copiado en
parte anterior de esta decisión; 

Segundo: Exime al recurrente del pago las costas por estar asistido de la defensa pública; 
Tercero: Ordena al secretario general de esta Suprema Corte de Justicia notificar la presente decisión a

las partes y al Juez de la Ejecución de la Pena del Departamento Judicial de Santo Domingo.
Firmado: Francisco Antonio Jerez Mena, Fran Euclides Soto Sánchez y María G. Garabito Ramírez. Cesar

José García Lucas, Secretario General.
La  presente  sentencia  ha  sido  dada  y  firmada  por  los  señores  Jueces  que  figuran  en  su

encabezamiento,  en  la audiencia  pública  del  día,  mes y  año en él  expresados,  y  fue firmada, leída y
publicada por mí, Secretaria General, que certifico.
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